El Derecho a la Vivienda en la Ciudad de México
1. LAS REFERENCIAS INTERNACIONALES
Nuestro país es firmante del Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales –PIDESC— que fue aprobado por la Asamblea de la Organización de la Naciones Unidas –ONU-- en 1966. Este instrumento universal establece las obligaciones de los Estados para garantizar el pleno ejercicio de los derechos económicos, sociales y culturales –DESC—y es el marco jurídico internacional para la protección de estos derechos.
El PIDESC establece que los Estados tienen que adoptar medidas legislativas, judiciales, de política pública así como destinar la mayor cantidad de recursos para conseguir el hacer efectivos los DESC; de esta manera estos derechos humanos implican para los Estados tres tipos de obligaciones:

1) respetar, significa para los Estados que tienen que abstenerse de adoptar medidas que obstaculicen o impidan el goce de los derechos humanos.
2) proteger, determina que los Estados supervisen y garanticen que la acción de terceros actores no estatales sea respetuosa de los derechos humanos.
3) realizar, que se divide en a) promover que significa que los Estados deben adoptar medidas que faciliten el goce de los derechos humanos y b) garantizar que implica que los Estados deben hacer efectivo los derechos humanos directa o indirectamente.

Por lo que los Estados parte garantizan el ejercicio de estos derechos sin discriminación alguna (Artículo 2 del PIDESC).
El PIDESC, a pesar de que entró en vigor el 3 de enero de 1976, consagra distintos derechos basados en las condiciones básicas para satisfacer las necesidades cotidianas; el Artículo 11 párrafo 1 se refiere al Derecho a la Vivienda Adecuada: “Los estados parte en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuada para si y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuada, y a una mejora continua de las condiciones de existencia…”.
De tal manera que la Estrategia Mundial de Vivienda hasta el año 2000 (1988) considera que “el Concepto de Vivienda Adecuada… significa disponer de un lugar donde poderse aislar si se desea, espacio adecuado, seguridad adecuada, iluminación y ventilación adecuada, una infraestructura básica adecuada y una situación adecuada en relación con el trabajo y los servicios básicos, todo ello a un costo razonable”.
El concepto adecuado es importante en tanto significa reconocer la diversidad cultural, geográfica y ambiental de todos los pueblos. Ello ha necesitado de hacer explicita las interpretaciones que de cada derecho se puede hacer, es así como el Consejo Económico y Social de la Organización de las Naciones Unidas y el Comité DESC de la ONU han recabado información de expertos y han elaborado las Observaciones Generales para interpretar adecuadamente el PIDESC. La Observación General Nº 4 es sobre el derecho a la vivienda adecuada (1991); La Observación General Nº 7 (1998) es sobre los desalojos forzosos.
En particular se define este derecho como integrado por diversos aspectos concretos. En conjunto, estos elementos constituyen las garantías básicas que se confieren jurídicamente a todas las personas en virtud del derecho internacional. El concepto de adecuación en la Observación General Nº 4 sirve para reconocer siete factores que hay que considerar para que una vivienda sea adecuada (Folleto Informativo No.21, El Derecho Humano a una Vivienda Adecuada www.unhchr.ch/spanish/html/menu6/2/fs21_sp.htm; junio de 2007):
1. Seguridad jurídica de la tenencia
Todas las personas deben gozar de cierto grado de seguridad de tenencia que les garantice una protección legal contra el desahucio, el hostigamiento u otras amenazas. Por consiguiente, los gobiernos deben adoptar inmediatamente medidas destinadas a conferir seguridad legal de tenencia a las personas y los hogares que en la actualidad carezcan de esa protección consultando verdaderamente a las personas y grupos afectados.
2. Disponibilidad de servicios, materiales e infraestructuras

Todos los beneficiarios del derecho a una vivienda adecuada deben tener acceso permanente a recursos naturales y comunes, agua potable, energía para la cocina, calefacción y alumbrado, instalaciones sanitarias y de aseo, almacenamiento de alimentos, eliminación de desechos, drenaje y servicios de emergencia. 
3. Gastos de vivienda soportables

Los gastos personales o del hogar que entraña la vivienda deben ser de un nivel que no impida ni comprometa el logro y la satisfacción de otras necesidades básicas. Se deben crear subsidios para los que no puedan costearse una vivienda y se debe proteger por medios adecuados a los inquilinos contra niveles o aumentos desproporcionados de los alquileres. En las sociedades en que los materiales naturales constituyen las principales fuentes de material de construcción de vivienda, los Estados partes deben adoptar medidas para garantizar la disponibilidad de esos materiales. 
4. Vivienda habitable

Una vivienda adecuada debe ser habitable. En otras palabras, debe ofrecer espacio adecuado a sus ocupantes y protegerlos del frío, la humedad, el calor, la lluvia, el viento u otros peligros para la salud, riesgos estructurales y vectores de enfermedad. Debe garantizar también la seguridad física de los ocupantes. 
5. Vivienda asequible (por parte de todos los grupos sociales sin discriminación)
La vivienda adecuada debe ser asequible a los que tengan derecho a ella. Debe concederse a los grupos en situación de desventaja un acceso pleno y sostenible a los recursos adecuados para conseguir una vivienda. Debe garantizarse una cierta prioridad en la esfera de la vivienda a los grupos desfavorecidos como las personas de edad, los niños, los incapacitados físicos, los enfermos desahuciados, las personas infectadas con el virus VIH, las personas con problemas médicos persistentes, los enfermos mentales, las víctimas de desastres naturales, las personas que viven en zonas en que suelen producirse desastres, y otros grupos de personas.
6. Lugar

La vivienda adecuada debe encontrarse en un lugar que permita el acceso a centros de empleo, servicios de atención de salud, guarderías, escuelas y otros servicios sociales. La vivienda no debe construirse en lugares contaminados ni en la proximidad inmediata de fuentes de contaminación que pongan en peligro el derecho a la salud de los habitantes. 
7. Adecuación cultural de la vivienda

La manera en que se construye la vivienda, los materiales de construcción utilizados y las políticas en que se apoyan deben permitir una adecuada expresión de la identidad cultural y la diversidad de la vivienda. Las actividades vinculadas al desarrollo o la modernización en esta esfera deben velar por que no se sacrifiquen las dimensiones culturales de la vivienda.
Por su parte la Observación General Nº 7 considera que el término "desalojos forzosos" se define como el hecho de hacer salir a personas, familias y/o comunidades de los hogares y/o las tierras que ocupan, en forma permanente o provisional, sin ofrecerles medios apropiados de protección legal o de otra índole ni permitirles su acceso a ellos. Sin embargo, la prohibición de los desalojos forzosos no se aplica a los desalojos forzosos efectuados legalmente y de acuerdo con las disposiciones de los Pactos Internacionales de Derechos Humanos.
El párrafo 8 de la Observación General Nº 7 señala: “Fundamentalmente, las obligaciones de los Estados Partes en el Pacto en relación con los desalojos forzosos se basan en el párrafo 1 del artículo 11 interpretado junto con otras disposiciones pertinentes. En particular, el párrafo 1 del artículo 2 obliga a los Estados a utilizar "todos los medios apropiados" para promover el derecho a una vivienda adecuada. Ahora bien, dada la naturaleza de la práctica de los desalojos forzosos, la referencia en el párrafo 1 del artículo 2 al logro progresivo de tales derechos basándose en los recursos disponibles rara vez será pertinente. El propio Estado deberá abstenerse de llevar a cabo desalojos forzosos y garantizar que se aplique la ley a sus agentes o a terceros que efectúen desalojos forzosos. Este planteamiento se ve reforzado además por lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que complementa el derecho a no ser desalojado forzosamente sin una protección adecuada. En esa disposición se reconoce, entre otras cosas, el derecho a la protección contra "injerencias arbitrarias o ilegales" en el domicilio propio. Es de señalar que la obligación del Estado de garantizar el respeto de ese derecho no está condicionada por consideraciones relativas a los recursos de que disponga.
Por su parte el párrafo Nº 13 de la Observación General Nº 7 dice: Antes de que se lleve a cabo cualquier desalojo forzoso, en particular los que afectan a grandes grupos de personas, los Estados Partes deberían velar por que se estudien en consulta con los interesados todas las demás posibilidades que permitan evitar o, cuando menos, minimizar la necesidad de recurrir a la fuerza. Deberían establecerse recursos o procedimientos legales para los afectados por las órdenes de desalojo. Los Estados Partes deberán velar también por que todas las personas afectadas tengan derecho a la debida indemnización por los bienes personales o raíces de que pudieran ser privadas. A este respecto conviene recordar el párrafo 3 del artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos que exige a los Estados Partes que garanticen "un recurso efectivo" a las personas cuyos derechos hayan sido violados y que "las autoridades pertinentes" cumplan "toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso".
Así el párrafo 15 de la Observación General Nº 7 advierte: Aunque la debida protección procesal y el proceso con las debidas garantías son aspectos esenciales de todos los derechos humanos, tienen especial pertinencia para la cuestión de los desalojos forzosos que guarda relación directa con muchos de los derechos reconocidos en los pactos internacionales de derechos humanos. El Comité considera que entre las garantías procesales que se deberían aplicar en el contexto de los desalojos forzosos figuran: a) una auténtica oportunidad de consultar a las personas afectadas; b) un plazo suficiente y razonable de notificación a todas las personas afectadas con antelación a la fecha prevista para el desalojo; c)facilitar a todos los interesados, en un plazo razonable, información relativa a los desalojos previstos y, en su caso, a los fines a que se destinan las tierras o las viviendas; d) la presencia de funcionarios del gobierno o sus representantes en el desalojo, especialmente cuando éste afecte a grupos de personas; e) identificación exacta de todas las personas que efectúen el desalojo; f) no efectuar desalojos cuando haga muy mal tiempo o de noche, salvo que las personas afectadas den su consentimiento; g) ofrecer recursos jurídicos; y h) ofrecer asistencia jurídica siempre que sea posible a las personas que necesiten pedir reparación a los tribunales.
Estos elementos amplios ponen de manifiesto algunas de las complejidades relacionadas con el derecho a una vivienda adecuada. También permiten apreciar las muchas esferas que deben tener plenamente en cuenta los Estados que han asumido obligaciones jurídicas a fin de realizar el derecho a la vivienda de su población. Cuando una persona, familia, hogar, grupo o comunidad viven en condiciones en que estos aspectos no tienen plena efectividad, pueden aducir justificadamente que no disfrutan del derecho a una vivienda adecuada tal como está consagrado en las normas internacionales de derechos humanos.
Folleto Informativo 21 aborda el tema de la indivisibilidad e interdependencia de todos los derechos humanos se refleja claramente en el derecho a la vivienda. Tal como lo han reconocido varios órganos de derechos humanos de las Naciones Unidas, el pleno disfrute de derechos tales como el derecho a la dignidad humana, el principio de la no discriminación, el derecho a un nivel de vida adecuado, el derecho a la libertad de elegir el lugar de residencia, el derecho a la libertad de asociación y expresión (por ejemplo de los inquilinos y otros grupos basados en la comunidad), el derecho a la seguridad de la persona (en caso de desalojamientos forzados u otras formas de acoso) y el derecho a no ser objeto de injerencias arbitrarias en la vida privada, la familia, el hogar, la correspondencia, es indispensable para la realización del derecho a una vivienda adecuada que todos los grupos de la sociedad poseen y mantienen.
Al mismo tiempo, el acceso a una vivienda adecuada y segura refuerza de manera considerable la posibilidad de que las personas disfruten de otros derechos. La vivienda es la base a partir de la cual pueden lograrse otras ventajas. Por ejemplo, el carácter adecuado de la vivienda y otras condiciones de vida se halla en estrecha relación con la posibilidad de disfrutar del derecho a la higiene ambiental y al nivel más alto de salud física y mental que sea posible alcanzar. La Organización Mundial de la Salud ha señalado que la vivienda es el factor ambiental que más influencia tiene sobre las condiciones de enfermedad y el aumento de las tasas de mortalidad y morbilidad. 

Esta relación o "permeabilidad" entre algunos derechos humanos y el derecho a una vivienda adecuada permite apreciar claramente que los conceptos de indivisibilidad e interdependencia son fundamentales para el pleno disfrute de todos los derechos.
Con el enfoque de indivisibilidad el Relator Especial para la Vivienda Adecuada de la ONU ha realizado sus distintas Misiones de reconocimiento a distintos países, como es el caso de México que visitó en marzo de 2002 y cuyo Informe reconoce no solo la integralidad sino la complejidad de la administración pública y la diversidad social de los mexicanos (E/CN.4/2003/5/Add.03).
La Actuación de los Gobiernos, a través de la ONU y de los años, ha sido reconocer el problema de la vivienda, el hábitat, los asentamientos humanos; las ciudades para generar distintas propuestas para subsanar la mala situación en el tema a nivel mundial: La Estrategia Mundial de Vivienda al año 2000 (1988); El Programa 21 (1992); La Agenda Hábitat y su Programa Hábitat (1996); ahora Los Objetivos de Desarrollo del Milenio, con su Meta 11, “Ciudades sin Asentamientos Precarios” (2000) De los cuales habría que hacer una valoración en tanto no se acaba de cumplir sus plazos y sus metas cuando aparece otro documento y otras propuestas O simplemente conocer los resultados del monitoreo para la consecución gradual de la meta en México.
La administración pública 2001-2006 mexicana tampoco está ausente de las actuaciones políticas al querer convencer a la comunidad internacional sobre su preocupación en materia de Derechos Humanos. Así lo evidencian los Informes de Gobierno; la elaboración y publicación del “Diagnóstico sobre la situación de los Derechos Humanos en México”, realizado por la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas en México (dic 2004); se elabora y se presenta el Programa Nacional de Derechos Humanos (2005) y; se realiza la visita de varios Relatores en materia de derechos humanos al país, entre las que se encuentra la visita del Relator Especial para la Vivienda Adecuada.
2. LA SITUACIÓN EN MÉXICO DESDE LA PERSPECTIVA DE LA VIVIENDA ADECUADA.
La adopción de las medidas arriba señaladas son: 1) Nuestro país ha ratificado la firma del PIDEC que entra en vigor el 23 de junio de 1981. Por otro lado el PIDESC señala a los Estados parte, como México, la obligación que tienen de rendir cuentas a través de la elaboración de informes periódicos sobre la situación que guardan los DESC en el país en cuestión, así como las medidas que el Estado ha tomado para cumplir con sus obligaciones (Art. 16 y 17) y; 2) Por lo que nuestro país ha presentado ante el Comité DESC cuatro informes periódicos, el primero (con tres informes parciales) en 1986; el segundo en 1993; el tercero en 1999 y, el cuarto en mayo del 2006.
El Comité DESC integrado por expertos independientes hará una revisión de los Informes presentados de conformidad con las directrices proporcionadas por el mismo Comité; durante su sesión de trabajo escuchará la opinión de organizaciones civiles y de base sobre la aplicación del Pacto en su país; con ello concluirán definiendo y publicando unas “Observaciones finales”. Con lo que es importante considerarlas como la opinión del único órgano de expertos internacionales encargados de vigilar el cumplimiento de los DESC. La reacción de los Estados a las Observaciones mostrará la voluntad política en el cumplimiento de sus obligaciones.
Las Observaciones finales referidas a la vivienda adecuada para el Estado México, son prácticamente las mismas en los 2 últimos Informes (E/1994/104/Add.4 de1999 y E/C.12/CO/MEX/4; del 17 May 2006):
1. El Comité observa con preocupación que los programas de vivienda existentes no atienden adecuadamente las necesidades de vivienda de las personas pobres.
2. Reitera su preocupación acerca de la ausencia de información estadística en el Informe del Estado parte sobre el número desalojos forzosos y sobre el alcance del problema de las personas sin vivienda en el país.
¿Por qué se tienen como resultado estás observaciones? En general los Estados en el mundo cada día participan menos de la obligatoriedad de las políticas sociales en donde se enmarca la política habitacional. México no es la excepción y para entenderlo debemos considerar los resultados de la  Política Federal de Vivienda:
La Comisión Nacional de Fomento a la Vivienda (CONAFOVI) entiende por necesidades de vivienda el número de unidades que, producto del incremento demográfico y del deterioro natural del inventario existente, son requeridas para evitar un aumento en el rezago habitacional por edificación. Por ello señala para el año 2004 se calculan las necesidades totales de vivienda en 1’088,214, de ellas 707,273 son viviendas nuevas y 380,941 son acciones de mejoramiento, en un país que ese mismo año tiene, según el Consejo Nacional de Población (CONAPO), más de 105 millones de habitantes. Datos socioeconómicos país y DF…
Hablando de producción habitacional se tiene el siguiente escenario: 
1. El sector inversionista genera, con las facilidades del gobierno federal, sus propios instrumentos para la inyección de “recursos frescos” (en Sudamérica le llaman “Securitización” y en México “bursatilización de la Cartera Hipotecaria”); 
2. Los Organismos y los Fondos de Vivienda (paraestatales) buscan su “eficiencia” para colocar el producto habitacional generado por los desarrolladores entre sus ahorradores cautivos;
3. El sector privado produce habitación para “un nicho de mercado” cuyos ingresos deben ser por lo menos de 5 salarios mínimos;

4. Por su parte, el gobierno federal realiza una inversión útil para repartir unos cuantos subsidios a la población en pobreza patrimonial, que en general han terminado apoyando a que los promotores privados coloquen su producto; 
5. Los conjuntos habitacionales del sector privado tiene como características el estar cada vez más alejados de los centros y el olvido de construir ciudad; 
6. Si consideramos que en México el 43% de las familias tiene ingresos inferiores a 5 salarios mínimos con lo que no tendrán opción en el sistema de crédito hipotecario.
7. La población intermedia (entre ser pobre sin subsidio y ganar menos de cinco salarios mínimos) —tanto en su vertiente organizada o no--, no tienen ningún apoyo o instrumento de facilitación (legal, financiero, económico o técnico) para hacer efectivo el acceso a una vivienda y el suelo y que a su vez les posibilite su derecho a la vivienda.
8. El resultado es que en la administración federal pasada 2001-2006, se colocaron 3 millones de créditos de vivienda pero ello no quiere decir que hayan llegado a los pobres.

9. Para fin del sexenio el “nicho de mercado” de más de 5 a 10 VSMM se está agotando. Con lo que ahora el sector inversionista y productor pretenden explorar otros nichos y se muestran muy preocupados porque los pobres accedan a una vivienda.

A pesar de la importante producción habitacional en México acceder a una vivienda en el sistema de crédito hipotecario significa ser considerado sujeto de crédito; requiere de un empleo formal, referencias bancarias, prestaciones sociales y ganar más de 5 salarios mínimos para adquirir un producto terminado de 40 m2 (o vivienda tradicional) a un costo de avaluó de $247,553 o aproximadamente 21,433USD –datos del INFONAVIT en junio de 2004--. Como se percibe, entre la idea de la vivienda adecuada y los resultados básicos de la política habitacional existe un vacío, ya que no habría forma de sustentar que en México se realiza la vivienda adecuada y se cumple con el derecho a la vivienda.

El tema de los desalojos es mayormente complicado en tanto no hay información oficial certera, existe la información hemerográfica, que en general reporta el tema si hay algún hecho violento. A partir de ello en casa y ciudad proponemos que podemos identificar dos tipos relativos a la violación del Derecho a una Vivienda Adecuada, los que frecuentemente buscan contar con cierta justificación legal, y aquellos tipificados como consecuencia de un posible riesgo, en ambos casos se hace omisión de lo establecido en el artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el sentido de que todos los Tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados.
1) Por mandato judicial:
Desalojos Inquilinarios: Son el resultado de las controversias por arrendamiento, entre arrendador e inquilino, estás pueden ser la terminación o rescisión del contrato a través del juicio especial de desahucio, la terminación del comodato (préstamo gratuito) a través del juicio reivindicativo. 

Desalojo por Deudas Crediticias: Son la consecuencia de la especulación de terrenos o viviendas. El crédito otorgado por instituciones privadas como por las públicas, ha generado el mayor número de desalojos por este motivo.

Las instituciones de crédito generalmente, proponen condiciones desventajosas para el sujeto de crédito que con dificultad logra satisfacer por lo que llegan a ser demandados por incumplimiento de contrato y desalojados con abuso de la fuerza pública.

Desalojo por Invasión o Irregularidad en la Tenencia: Ocurren bajo el supuesto de irregularidad, en la tenencia de la tierra. Estos casos se verifican con mayor frecuencia en la Zona Metropolitana del Valle de México, donde el acceso al suelo es cada vez más limitado.

La invasión de predios o inmuebles, es una práctica común que utilizan quienes tienen la imposibilidad de acceder a una vivienda por la “vía legal”. En ocasiones algunos partidos políticos recurren a éste método para hacerse de adeptos.

Frecuentemente se da la venta ilegal de lotes pertenecientes a núcleos ejidales, comunales y de propietarios privados, a familias necesitadas de vivienda, dando por resultado vastas zonas irregulares y millones de viviendas bajo formas precarias de tenencia, vulnerables ante procesos de desalojos.

Desalojos por Desarrollo Urbano, Obra Pública, Rehabilitación y Mega Proyectos Privados: Cuando la población es afectada por grandes proyectos públicos de desarrollo o construcción (presas, aeropuertos, obras deportivas, centros de exposiciones), por operaciones para limpiar barrios de tugurios, medidas de renovación o rehabilitación urbana (de centros históricos, por ejemplo, sin tener en consideración las necesidades de la gente y de los habitantes de la zona) y por megaproyectos privados, en muchas ocasiones apoyados por los gobiernos (construcción de centros comerciales o lotificación para inversiones inmobiliarias).

Desalojo por Derechos de Tierras: Ocurren en caso de disputas de terrenos, tanto urbanos como rurales, entre grupos de ciudadanos y resultado de ventas o asignaciones de un mismo predio a diferentes adquirientes.

Desalojos de Zonas de Reserva Ecológica: Cuando son justificados como medidas de protección al medio ambiente, toda vez que en la legislación de los asentamientos humanos del país existen las figuras de “Zonas de Reserva Natural” y de “Parques Nacionales” que, a su vez, son considerados como de reserva ecológica.

En todos los casos referidos estos desalojos se realizan con abusos de la fuerza pública.

2) Por Riesgo:

Desalojos por Riesgo Geológico: Erupciones volcánicas, sismos, maremotos y la inestabilidad de suelos, también conocida como movimientos de tierra, los que pueden adoptar diferentes formas: arrastre lento o reptación, deslizamiento, flujo o corriente, avalancha o alud, derrumbe y hundimiento. 

Desalojos por Riesgo Hidrometeorológico: Huracanes, inundaciones pluviales, fluviales, costeras y lacustre; tormentas de nieve, granizo, polvo y electricidad; heladas; sequías y las ondas cálidas y gélidas.

Desalojos por Riesgo Sanitario-ecológico: Calamidad que se genera por la acción patógena de agentes biológicos que atacan a la población, a los animales y a las cosechas, causando su muerte o la alteración de su salud. Las epidemias o plagas constituyen un desastre sanitario en el sentido estricto del término. En esta clasificación también se ubica la contaminación del aire, agua, suelo y alimentos.

Desalojos por Riesgo Químico-Tecnológico: Calamidad que se genera por la acción violenta de diferentes sustancias derivadas de su interacción molecular o nuclear. Comprende fenómenos destructivos tales como: incendios de todo tipo, explosiones, fugas tóxicas y radiaciones.

Desalojos por Riesgo Socio-organizativo: Calamidad generada por motivo de errores humanos o por acciones premeditadas, que se dan en el marco de grandes concentraciones o movimientos masivos de población.
¿Para qué han servido estas referencias Internacionales? ¿Se han adoptado cláusulas constitucionales; legislación, políticas públicas y programas que refleje o incluya los componentes del derecho a la vivienda? ¿Qué medidas se han tomado para hacer efectivo el derecho a la vivienda? 
3. LA ADOPCIÓN DE MEDIDAS PARA LA VIVIENDA ADECUADA
Aún cuando México ha ratificado Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC), el marco legislativo vigente en materia de vivienda, suelo, desarrollo urbano no obligan al cumplimiento del derecho a la vivienda. 
La Constitución Mexicana, reconoce el derecho al disfrute a la vivienda de la familia (no del individuo), artículo 4º, párrafo 5; el suelo ejidal y la protección de su propiedad en el artículo 27, párrafo 3º; sobre los asentamientos irregulares en zonas conurbadas en el artículo 115 o; el artículo 123 en cuanto a la vivienda de los trabajadores.
De este conjunto de normas constitucionales, que existen en el texto pero que no se traducen en políticas públicas, se desprenden a su vez una serie de disposiciones secundarias, conocidas como marco de regulación de la vivienda o bloque normativo infraconstitucional, que incluyen leyes, planes, programas, reglamentos y reglas de operación tanto del ámbito federal como estatales y hasta municipales.
Cabe precisar que son leyes reglamentarias las leyes secundarias que detallan, precisan y sancionan uno o varios preceptos de la Constitución con el fin de articular los conceptos y medios necesarios para la aplicación del precepto constitucional que regulan, y que las leyes orgánicas son leyes secundarias que regulan la organización de los poderes públicos según la Constitución, mediante la creación de dependencias, instituciones y entidades oficiales y la determinación de sus fines, de su estructura, de sus atribuciones y de su funcionamiento.

Además la Constitución confiere a otras leyes secundarias, la atención a otros temas también vinculados a la vivienda: Ley General de Desarrollo Social; la Ley General de Asentamientos Humanos; Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección del Ambiente; Ley de Sociedades Cooperativas; Ley de Protección al Consumidor; Ley del Trabajo; Ley de Expropiación; Código Civil Federal. Más específicamente se encuentran las leyes orgánicas cuyo objetivo es la atención de vivienda: Ley Orgánica de la Sociedad Hipotecaria Federal –SHF--; Ley del Instituto del Fondo Nacional de Vivienda para los Trabajadores –INFONAVIT--; Ley del Instituto de Seguridad Social de los Trabajadores del Estado –FOVISSSTE--.
Por otro lado, la CEPAL advierte en el 2002 en el texto EL CRÉDITO HIPOTECARIO Y EL ACCESO A LA VIVIENDA PARA LOS HOGARES DE MENORES INGRESOS EN AMÉRICA LATINA que la bursatilización en México ha sido implementada en un camino largo y silencioso que ha modificado leyes nacionales y locales, “...en apoyo al proceso de bursatilización de hipotecas, en 27 de los 32 estados del país se han adoptado reformas legales para hacer más expedita de ejecución de garantías y en 22 de ellos para permitir la cesión de hipotecas a fideicomisos sin notificación previa al prestatario.
Por otro lado se encuentra la Ley de Planeación que fija las normas para que en cada cambio de administración se presente el Plan Nacional de Desarrollo que fija las orientaciones estratégicas y de ellas se desprenden los Programas Sectoriales (como el Programa Sectorial de Vivienda –PSV--) que no deben perder de vista el impacto económico para el país y su repercusión en el conjunto de la sociedad; el diseño y operación de las políticas públicas y sus programas debe ser congruente con lo dispuesto en la jerarquía que le antecede para lo cual se destinará un presupuesto público que se asigna anualmente. Para el PSV 2001- 2006 la vivienda en México es considerada en los planes del gobierno, como una mercancía; su producción como una industria; y la atención a los más pobres como una tarea de focalización para lo que se destinan algunos recursos públicos a manera de subsidio. Desde este mismo texto se percibe la distancia entre las materias de ordenamiento territorial, medio ambiente, desarrollo urbano y vivienda que terminarán no actuando de manera vinculada. Por otro lado, son las leyes de carácter mercantil las que regulan la relación entre particulares en la adquisición de créditos hipotecarios. En México, acceder a una vivienda depende de la capacidad de pago del adquiriente.
En México los derechos humanos se encuentran contenidos de manera deficiente en nuestra Constitución, en donde la mayoría de las leyes secundarias contienen disposiciones contrarias al propio texto constitucional o son omisas de las garantías contenidas en él. Un caso sintomático de ello es el marco jurídico respecto al derecho a la vivienda.

El constitucionalista Miguel Carbonell, en su texto El Derecho a una Vivienda Digna y Decorosa en la Constitución Mexicana (2002) sostiene que el texto constitucional de la vivienda
 contiene una serie de errores. En primer lugar, le asigna el derecho fundamental a la familia y no a todos los individuos; en segundo término, lo que garantiza es el disfrute de la vivienda, pero no su adquisición, además de no precisar que debe entenderse por vivienda digna. Por lo que supone un mandato al legislador para que desarrolle la legislación necesaria para hacer realidad ese derecho y; supone también un mandato para el Poder Ejecutivo en el sentido de implementar políticas públicas de fomento a la vivienda.
Por su parte, el Poder Judicial de la Federación, a través de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el texto Las Garantías Sociales (2004), señala que “La vivienda debe constituir una de las prioridades del desarrollo nacional” y aunque “Esta previsión del artículo 4º se refiere exclusivamente a la “familia”, ello no necesariamente significa que el derecho a disfrutar de una vivienda digna sea privativo de éstas. Como la familia esta integrada por personas, puede considerarse que este derecho debe estar al alcance de “toda persona” indistintamente (énfasis nuestro). A este respecto, el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito (1992) señaló: “La garantía a una vivienda digna y decorosa fue creada por el legislador con el objeto de que se establecieran los Instrumentos legales necesarios para que todo gobernado cuente con una habitación digna, a fin de evitar el deterioro social (…)”.
El texto Las Garantías Sociales concluye “Tener una vivienda decorosa y digna constituye una condición indispensable para que el ser humano goce de otros derechos, tales como los de libertad de residencia y de tránsito, y que pueda salvaguardar su seguridad jurídica. Gozar de esta prerrogativa depende de la existencia de condiciones económicas y sociales idóneas. El hecho de que la ley establezca los instrumentos y apoyos para lograr el disfrute de este derecho, significa que su fin consiste en que la mayoría de la población mexicana cuente con herramientas que le permitan tener acceso a la vivienda”.
4. LAS POSIBILIDADES DE HACER EFECTIVO EL DERECHO A LA VIVIENDA

La historia de los asentamientos humanos de país y de la ciudad señala que en un 70% se han conformado y construido al margen de las políticas públicas. Esfuerzo sociales no reconocido en las cuentas económicas; muchos en sus primeros intentos fueron desconocidos por las leyes y en consecuencia desalojados; historias de comunidades que no solo son ejemplares a veces también son heroicas; en donde no solo se ha demandado el ejercicio de un derecho humano, también se ha participado y tomado como obligación de hacer efectivo su propio derecho.
Este reconocimiento es la base práctica que hoy permite construir la idea de la producción social de vivienda –PSV-- como opción para atender y fortalecer a los sectores de bajos ingresos. En ambos casos, incorporar el concepto de PSV han sido procesos democráticos y participativos, al mismo tiempo son verdaderos ejercicio de exigibilidad jurídica de la sociedad civil en tanto, a partir del reconocimiento se tiene un referente jurídico para seguir avanzando en generar facilidades e instrumentos para que un mayor número de mexicanos y mexicanas hagan efectivo su derecho a la vivienda.
La legislación federal de vivienda, después de más de 20 años, recientemente se ha modificado con lo que la actual Ley de Vivienda entró en vigor el 27 de junio de 2006. Dentro de su contenido cabe destacar que debe aplicarse bajo principios de equidad e inclusión social de manera que toda persona, sin importar su origen étnico o nacional, el género, la edad, las capacidades diferentes, la condición social o económica, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias o el estado civil pueda ejercer su derecho constitucional a la vivienda.
Considera que “Las políticas y los programas públicos de vivienda, así como los instrumentos y apoyos a la vivienda deberán considerar los distintos tipos y modalidades de producción habitacional, entre otras: la promovida empresarialmente y la autoproducida o autoconstruida, en propiedad, arrendamiento, o en otras formas legítimas de tenencia” (Art. 5).

Asimismo, plantea el reconocimiento de la Producción Social de Vivienda, entendida como “aquella que se realiza bajo el control de autoproductores y autoconstructores que operan sin fines de lucro y que se orienta prioritariamente a atender las necesidades habitacionales de la población de bajos ingresos; incluye aquella que se realiza por procedimientos autogestivos y solidarios que dan prioridad al valor de uso de la vivienda por sobre la definición mercantil, mezclando recursos, procedimientos constructivos y tecnologías con base en sus propias necesidades y su capacidad de gestión y toma de decisiones” (Art. 4 fracción VIII).
Por su parte, la Ley de Vivienda del Distrito Federal que originalmente data de diciembre de 1999 y ha tenido adecuaciones en de septiembre de 2000 y la última en enero de 2004, tiene como principio que “Todos los habitantes del Distrito Federal tienen derecho a una vivienda digna y decorosa, entendida como el lugar seguro, salubre y habitable que permita el disfrute de la intimidad y la integración social y urbana; sin que sea obstáculo, para su obtención, su condición económica, social, origen étnico o nacional, edad, género, situación migratoria, creencias políticas o religiosas 2” (Art. 3).
Considera a la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda –SEDUVI-- y al Instituto de Vivienda del Distrito Federal –INVI—como los responsables de diseñar, proponer y ejecutar la política y los programas de vivienda del Distrito Federal (Art. 9), en donde sus principios y líneas generales consideran: Congruencia con los programas de desarrollo económico, social y urbano del Gobierno del Distrito Federal; Considerar la vivienda como factor de ordenamiento territorial, de desarrollo urbano y preservación de los recursos y características del medio ambiente; Ampliar las posibilidades de acceso a la vivienda a un mayor número de personas que serán sujetas a la ayuda de beneficio social, preferentemente la población vulnerable de bajos recursos económicos y en situación de riesgo; Fomentar, reconocer, y concertar la participación de los diferentes productores de vivienda: personas, instituciones y organismos de los sectores social y privado; Reconocer, alentar y apoyar los procesos habitacionales y la producción social de vivienda (Art. 14).
Reconoce a la Producción Social de Vivienda como “El conjunto de actividades de gestión, elaboración de bienes o prestación de servicios de vivienda de interés social y popular, que realizan personas físicas o morales, familias, instituciones académicas organizaciones sociales u organizaciones no gubernamentales, sin fines preponderantes de lucro” (Art. 4; fracción XVIII).
Por lo que es necesario un “Programa de Vivienda del Distrito Federal que se formulará para articular las actividades, acciones y producciones cuyo fin sea la acción habitacional a través de los sectores público, privado y social” (Art. 16).
El Instituto promoverá la asistencia técnica, especialmente la destinada a los productores sociales de vivienda, la cual se podrá proporcionar a través de programas y actividades que realicen:

a) Las organizaciones sociales que cuenten o creen áreas especializadas de asistencia y capacitación técnica;

b) Los institutos o centros de asistencia técnica que funcionen de hecho o se creen al efecto;

c) Las instituciones académicas, científicas o tecnológicas;

d) Los colegios, asociaciones o gremios profesionales; y 

e) Las dependencias y organismos del sector público, en particular el propio Instituto” (Art. 54).
En ambos casos, toca al ejecutivo la elaboración de los Reglamentos de las respectivas leyes, sin ellos la ley en sí misma puede solo ser poesía. Es decir, falta construir los instrumentos para que la población cuente y participe de las facilidades para hacer efectivo su derecho a la vivienda.
5. EL DISTRITO FEDERAL Y EL DERECHO A LA VIVIENDA ADECUADA
El DF ejercicio que avanza en la realización del derecho a la vivienda
Para dar una referencia, se tuvo como asignación promedio anual, durante el pasado sexenio, un presupuesto anual de dos mil millones de pesos, por un lado para el nivel federal y por otro lado, la misma asignación, para el Distrito Federal. Luego entonces, el dato que se convierte en indicativo es la asignación anual por habitante, en tanto promedio general, es de 2 USD en el caso nacional y 27 USD, en el caso del D.F.

Por otro lado, la concepción para atender las necesidades de la población es distinta en cada caso: a nivel federal el recurso se usa como subsidio, la mayor parte para colocar el producto generado por el sector privado; en el caso del DF el recurso está destinado para el financiamiento habitacional a través de los programas a cargo del Instituto de Vivienda del Distrito Federal (INVI).

Si bien los datos son indicadores, para realizar una evaluación, entendida como la valoración a un programa a partir de las metas que se propuso alcanzar con el fin de mejorar su la actuación; se requeriría de un esfuerzo riguroso y sistemático que además debería medir los impactos que generó.

Se parte de recordar lo dicho públicamente por el propio INVI: “El Programa de Vivienda da continuidad y concreta lo definido en esta materia en el Programa General de Desarrollo del Distrito Federal 2000-2006, el Bando Dos y el Acuerdo sobre Vivienda, emitidos por el Jefe de Gobierno. Instrumentos que plantearon la realización de 25 mil acciones de vivienda al año, para atender prioritariamente la demanda de un sector de la población que no había podido acceder a esta garantía social, debido a la escasez de suelo, a su alto costo y a la imposibilidad para ser sujeto de crédito en las modalidades que impone el mercado.” Así se declaró que se llegaría a la meta de 150 mil acciones de vivienda en 6 años.

Para el año 2005, según datos la Dirección de Planeación del INVI, se alcanzó la cifra de 129,435 acciones de vivienda, es decir se cubrió la meta en un 86.29%. Para el 2006, programáticamente se pensó en llegar a la meta de 134,232 acciones, con lo que casi llegó al 90% de la meta fijada inicialmente. Dato que en si mismo es relevante.

A fin de compara, durante el sismo del 85 se construyeron poco más de 44 mil viviendas en tres años; el programa de vivienda nueva en conjunto realizó, en 6 años, 30,601 viviendas preponderantemente en las delegaciones centrales, con una inversión de 5,220 millones de pesos.

En el caso de las acciones del programa de mejoramiento –tanto de mejora o ampliación y vivienda nueva en lote familiar, se financió 103,631 acciones, que demandó 5 mil millones de pesos durante el mismo tiempo.
Consideramos que en el Programa de Mejoramiento tiene mayor alcance en número de acciones y gasta un menor presupuesto, en tanto su costo por metro cuadrado es menor. Esto se explica si se observa que cada acción del PMV es administrada directamente por las familias, cuenta con una asistencia técnica y evita intermediaciones en la adquisición de materiales y contratación de mano de obra. Es decir es una producción social de vivienda a escala familiar.
Hoy día, ese programa tiene los siguientes soportes legales:
1. La Ley de Vivienda D.F. reconoce a los productores sociales de vivienda.

2. Es una Política Pública.

3. Reconoce y actúa sobre el “modelo” de expansión de la Ciudad.

4. Reconoce y actúa sobre el proceso habitacional y crecimiento familiar.
5. Reconoce a la población que tiene percepciones económicas hasta 4.7 VSMM en requerimiento individual y hasta 8 VSMM en requerimiento familiar. (Reglas de Operación del INVI, 2006).
6. Reconoce la necesidad de la asistencia técnica.

7. Se modificó el Reglamento de Construcción (Art. 62, fracc. primera) que le considera.
Es importante destacar que durante esta administración el INVI, grupos sociales y asesores técnicos han tenido dos reconocimientos en 2001 y 2004: Premio Nacional de Vivienda, por mejor práctica habitacional para el programa de mejoramiento y a la Producción Social de Vivienda para la comunidad indígena de Guanajuato 125; ambos otorgados por el Gobierno Federal.
Lo que puede hacer distinto a un gobierno es su voluntad política para atender las necesidades de su población y no solo privilegiar a algún sector. Si esto es así, cabe reflexionar pasado algún tiempo de ejercicio y práctica; ¿la voluntad política tendría que convertirse en una práctica Institucional?; ¿la atención a la población debería convertirse en participación organizada? y; sigue siendo una demanda el ¿cómo se puede atender a los más pobres en sus necesidades habitacionales?

6. ESTRATEGIA

Construir una exigibilidad política; el INVI no debe retroceder en el cumplimiento del derecho a una vivienda adecuada.

1. La pasada administración federal avanzó en la conformación del Diagnóstico sobre la situación de los Derechos Humanos en México, que es la base para el Plan Nacional de Derecho Humanos -sin vincularlo al sector de la vivienda-. Los cuales tienen que ser referencia para que las siguientes administraciones sigan dando pasos para hacer efectivos los DESC, por ejemplo al incorporar el tema en la Reforma Constitucional y la Constitución del Distrito Federal.

2. Tomar como referencia internacional las Metas del Milenio, en concreto el Objetivo 7- Meta 11 que tienen 3 indicadores: 1) la proporción de personas con seguridad de la tenencia (indicador 31); 2) la proporción de personas con provisión de saneamiento mejorado (indicador 32); 3) la medición de desalojos forzosos entendido como el resultado extremo del acoso general a la gente que solo intenta proveerse de una necesidad básica de vida para dar cuenta como se comportan estos indicadores en nuestro país y en la ciudad.

3. Dar cuenta ante las Observaciones del Comité DESC al monitorear y evaluar los programas de vivienda existentes y su atención adecuada de vivienda para los más pobres.

4. Hacer una particular observación sobre las amenazas de desalojos, su deshogo, sus causas y los efectos provocados. Sobre todo cuando los Institutos de Vivienda están vendiendo su cartera vencida a firmas que no reconocen la situación socioeconómica de las familias y, por lo tanto, no establecen negociaciones.

5. Retomar las sugerencias del Relator Especial de Derechos Humanos de la ONU al poner en práctica sus Instrumentos prácticos y operacionales para promover, vigilar y aplicar el derecho humano a la vivienda adecuada (A/HRC/4/18 del 5 de febrero de 2007) para documentar y construir indicadores que puedan dar cuenta del grado de avance o retroceso de este derecho en el País y en el Distrito Federal.

6. A nivel Federal impulsar el cumplimiento de la Legislación al impulsar conformación de los instrumentos (técnicos, financieros, sociales, y de capacitación) necesarios para que los productores sociales de vivienda puedan operar en condiciones favorables.

PARA EL DISTRITO FEDERAL-

7. Impulsar el encuentro valorativo entre la sede legislativa local (comisiones de vivienda, desarrollo urbano y desarrollo social); y las autoridades administrativas para colocar el tema del Derecho a la Vivienda Adecuada y los Productores Sociales de Vivienda en la política y programas de vivienda del Distrito Federal.

8. Solicitar a las autoridades legislativas la realización del Reglamento de la Ley de Vivienda del DF.

9. Si el Instituto de Vivienda del Distrito Federal (INVI) es la instancia responsable de atender a la población de bajos recursos, éste no debe retroceder en su mando. Por lo que su población meta se debe conservar: la que gana hasta 4.7 VSMM individual y 8 VSMM familiar; hacer beneficiarios a familias que pertenecen al sector informal de la economía y en consecuencia no tiene prestaciones sociales; sus metas deben considerar, al menos que por cada vivienda nueva se realicen 4 mejoramientos; con lo que se debe promover la participación social y su propia organización; así como conservar la línea de crédito “autoproductores” para la vivienda nueva; por otro lado, su presupuesto, de origen público, no debe ser utilizado como complemento subsidiario de intervenciones de otros institutos que tiene como objetivo otro tipo de población meta.

10. La recuperación crediticia es un tema prioritario en tanto puede ayudar a mantener una política social de vivienda. Con lo que se debe revisar no solo la eficacia del FIDERE (Fideicomiso de Recuperación Crediticia) sino su pertinencia operativa y su independencia del INVI.

11. Ello quiere decir que la población que puede acceder a una vivienda a través del mercado lo siga haciendo.

12. Desarrollar una campaña de sensibilización y difusión de la temática del Derecho a la Vivienda adecuada, basada en la legislación vigente, dirigida a los sectores legislativo, ejecutivo, judicial, social y familiar a nivel del DF.

13. Participar en las iniciativas propositivas de los grupos sociales de cara a sumas fortalezas en la producción social de vivienda, el hacer efectivo el derecho a la vivienda adecuada.






� Artículo 4o.-...Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y decorosa. La ley establecerá los instrumentos y apoyos necesarios a fin de alcanzar tal objetivo. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
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